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de insistir sobre el punto de que la voluntad general excluye 
todo deseo o propósito particularista, es decir, que es la 
voluntad que no puede dirigirse por un apetito o interés 
singular, sino que es la que apunta a principios generales de 
razón, o, lo que es lo mismo que apunta siempre y necesaria- 
mente al interés común o bien común. 

4. Cosnentarios al articulo 20 

El artículo 20 dice: "Ia suniisión de un ciudadano a una 
ley que no aprueba, no es un comprometido de su razón ni 
de su libertad; es un sacrificio de la inteligencia particular 
a la voluntad general." 

Ante todo, séame permitido expresar entusiasta admira- 
ción unida a sentimientos de sorpresa, sobre el texto de este 
articulo, el cual, aunque de redacción deficiente, revela una 
correcta, aguda y avanzada sabiduría. 

Urge ante todo destacar como primera idea subyacente al 
texto de este artículo, que la tesis del objeto o la materia de 
las leves iurídicas es la conducta externa, la dimensión exte- , , 
rior del con~portamiento, y jamás el mundo íntimo de la con- 
ciencia. Ya Francisco Suárez Inbía decbrado enfáticamente 
que el propúsito de la ley jurídica positiva no puede ser jamás 
el promover la honestidad, la intrínseca moralidad, sino tan 
sólo el exigir únicamente aquello que el bien común reclame 
de modo directo e inmediato. Pero donde esta idea cobró 
relieve mucho mayor, caracteres todavia más tajantes, fue 
en el pensamiento de Tomasio, quien de modo clarísimo sos- 
tuvo que la moral se refiere exclusivamente a la conciencia 
del sujeto y tiende a procurar la paz interna; mientras que el 
derecho. en cambio. reenla las relaciones con los demás. esta- - 
blece consiguiente~nente un régimen de coexistencia, y tiene 
como principio fundamental la obligación de no ofender a 
los demás. Por eso, los deberes morales se refieren sólo a la 
intención, al fuero interno, mientras que los deberes jurídicos 
tratan de promover la paz externa y atañen sólo a la exterio- 
ridad de las acciones. 

Las ideas en las que se inspira el articulo 20 son éstas: 
sería monstrnoso el intento de querer someter a alguien a 
una ley moral que él no aprobase, cuya intrínseca validez no 
reconociese sinceramente en el fuero de su conciencia. Pero 
es que la ley juridico-positiva no se refiere a la conciencia, no 
intenta modificar los pensamientos íntimos de ningún ciuda- 





en este caso es sinónima de voluntad general. Por otra parte, 
el concepto de inteligencia particular, atribuyendo a la palabra 
inteligencia una connotación racional, resultaría un contra- 
sentido; porque si se trata de auténtica inteligencia ésta no 
puede ser particular, antes bien, por el contrario, debe ser 
universal, ya que la razón es lo universal por excelencia. Por 
eso, parece más discreto entender que aqui el vocablo "inteli- 
gencia" es empleado como sinónimo de opinihn; pues las opi- 
niones éstas sí pueden en efecto ser particulares. 

Por lo tanto, es superlativamente verosímil entender que lo 
que aqui se quiere decir, es el deber de sacrificar la opinión 
particular a la voluntad general. E n  cuanto a ésta, es decir, 
a la "voluntad general", probablemente es concebida aqui 
como voluntad democrática mayoritaria. Al fin y al cabo, si 
bien la voluntad de todos o la voluntad mayoritaria según 
Rousseau, no debe confundirse con la auténtica voluntad 
general (con la voluntad puramente racional), sin embargo, 
la voluntad unánime o la mayoritaria constituye el único 
método aplicable para intentar acercarse todo lo posible a las 
genuinas exigencias de la voluntad general. 

Además, conviene tener presente que la filosofia política de 
la democracia liberal, sobre todo en los desarrollos que obtuvo 
a lo largo del siglo XVIII y muy especialmente del pensamiento 
inglés, asi como también el de Montesquieu, implica la acep- 
tación como legítimo del procedimiento de las votaciones ma- 
yoritarias para la elaboración de la ley. Ahora bien, si se 
admite la legitimidad de ese procedimiento, entonces las deci- 
siones de la mayoría obligan no sólo a quienes prestaron su 
asentimiento a éstas, sino también obligan del mismo modo 
a quienes votaron en contra; y, consiguientemente, obligan 
parejamente a los ciudadanos que se sienten de acuerdo con 
el contenido de una ley aprobada, y a los ciudadanos que 
opinan en contra de ella a los que sienten una divergencia de 
opinión frente a esa ley. 

Rousseau (en el capitulo 2 del libro 49 del Contrato so- 
cial), recuerda que ha explicado clara y suficientemente que 
la idea del contrato social bisico, esto es, de fundación del 
Estado, requiere la unanimidad. Claro que, de hecho, proba- 
blemente tal contrato no se ha celebrado jamás -recuérdese 
que el contrato social según Rousseau no es considerado como 
un acontecimiento histórico, sino que es pensado como una 
idea racional regulativa. Pero, entonces, surge un problema: 
¿cómo puede hablarse de unanimidad, si en realidad no tuvo 
lugar tal contrato? A esto habría que contestar seguramente 








